
TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 04 de mayo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016844  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.1o.A.80 A (10a.)  
 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO CONSTATE EL DERECHO 
SUBJETIVO QUE EL PARTICULAR ESTIME VIOLADO Y LA ILEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA, DEBE CONDENAR A LA AUTORIDAD DEMANDADA A LA RESTITUCIÓN DE 
AQUÉL Y, EN SU CASO, A LA DEVOLUCIÓN DE LA CANTIDAD SOLICITADA. 
 
De la interpretación histórica evolutiva de las normas que establecen y regulan las facultades del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en específico, del artículo 73, fracción XXIX-H, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los preceptos 50, 51 y 52 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se colige que dicho órgano está dotado de 
plena autonomía para dictar sus fallos y tiene a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre 
la administración pública federal y los particulares, al grado de que, cuando en sus sentencias constate 
el derecho subjetivo que el particular estime violado y la ilegalidad de la resolución impugnada, tiene la 
obligación de condenar a la autoridad demandada a la restitución de aquél y, en su caso, a la 
devolución de la cantidad solicitada. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016843  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.3o.T.53 L (10a.)  
 
TRABAJADORES JUBILADOS DEL SISTEMA BANRURAL. LA DETERMINACIÓN DEL AUMENTO 
DE SU PENSIÓN VITALICIA DE RETIRO CONFORME AL ARTÍCULO 61 DE LAS CONDICIONES 
GENERALES DE TRABAJO Y AL ÍNDICE DEL COSTO DE VIDA QUE PUBLICA EL BANCO DE 
MÉXICO, NO DEBE EXCLUIR LOS DECREMENTOS DE LOS PRECIOS (DEFLACIÓN). 
 
El artículo 61 de las Condiciones Generales de Trabajo del Sistema Banrural de los bancos 
mencionados, establece que cuando se compruebe que el índice del costo de la vida ha aumentado en 
un diez por ciento (10%) como mínimo, conforme a los cálculos estadísticos que elabore el Banco de 
México, las pensiones vitalicias de retiro se elevarán en igual proporción al crecimiento registrado, 
mientras su monto no rebase el importe del sueldo tabular de los trabajadores en activo que 
desempeñen los puestos que cubrían los pensionados al momento de obtener su jubilación. De lo 
anterior se colige que las pensiones vitalicias de retiro se aumentarán en la misma proporción que el 
índice del costo de la vida –equivalente al Índice Nacional de Precios al Consumidor– cuando éste se 
haya elevado en un diez por ciento (10%) como mínimo, con la finalidad de salvaguardar el poder 
adquisitivo de los jubilados. Así, la aplicación de dicho precepto implica considerar tanto los aumentos 
como los decrementos de los precios del índice referido, ya que deducir estos últimos no 
proporcionaría el incremento real en el índice del costo de la vida; sin que tal disminución exponga a 
las pensiones a que soporten la deflación, ya que sólo reflejaría el crecimiento real del costo de la vida, 
que es el parámetro que sustenta el momento en que deben incrementarse las pensiones, en términos 
de la disposición señalada. Considerar lo contrario, implicaría que la cuantificación no represente el 
aumento real en el índice del costo de la vida, contrario a lo que fue establecido; máxime que en 
términos de la tesis aislada 2a. CXLII/2000, de la Segunda Sala del Más Alto Tribunal del País, de 
rubro: "CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO. LAS CLÁUSULAS QUE CONTIENEN 
PRESTACIONES EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, QUE EXCEDAN A LAS ESTABLECIDAS 
EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SON DE INTERPRETACIÓN ESTRICTA EN TAL ASPECTO.", 
la interpretación del artículo 61 citado debe ser estricta y, en caso de duda respecto a sus alcances, 
debe sustituirse la observancia del principio de estar a lo más favorable para el trabajador por "la 
buena fe y la equidad", como criterio decisorio. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016842  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.157 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DEL ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO SERVICIOS DE SALUD DE 
VERACRUZ. LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD PREVISTA EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO ES 
DE NATURALEZA DIVERSA AL ESTÍMULO DE ANTIGÜEDAD QUE SE REGULA EN LAS 
CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO DE LA SECRETARÍA DEL RAMO. 
 
El estímulo de antigüedad previsto en el artículo 215 de las Condiciones Generales de Trabajo de la 
Secretaría de Salud y la prima de antigüedad establecida en el numeral 162 de la Ley Federal del 
Trabajo, constituyen prestaciones de diferente naturaleza jurídica, porque el primero se otorga durante 
la vigencia de la relación laboral a los trabajadores que han acumulado cierto número de años de 
servicios, a partir de 20 años de trabajo, cubriéndose un monto económico que se incrementa cada 5 
años de actividad laboral; tiene la finalidad de reconocer e incentivar el esfuerzo y la colaboración del 
empleado durante la vigencia del vínculo de trabajo. En cambio, la segunda, es una prestación que se 
genera por cada año de servicio prestado, independientemente del periodo que labore el trabajador; su 
monto se encuentra establecido en un quántum fijo (12 días de salario por cada año de servicios), 
aunque puede incrementarse de manera convencional por las partes; y, si bien pretende reconocer el 
tiempo que el trabajador desarrolla sus actividades, esto únicamente se lleva a cabo hasta que 
concluye su relación laboral, como indemnización. De modo que si la naturaleza jurídica de las 
prestaciones mencionadas es diversa, al poseer características sustancialmente distintas, ello permite 
concluir que si un trabajador que prestó sus servicios en la Secretaría de Salud federal, y gozó o tenía 
reconocida la prestación señalada, previamente a que fuera transferido al organismo público 
descentralizado Servicios de Salud de Veracruz, no implica que pueda considerarse que desde que 
inició la relación laboral con ese organismo tuviera reconocido el derecho al pago de la prima de 
antigüedad, por tratarse de prestaciones diferentes. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016841  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.9o.P.192 P (10a.)  
 
SUSTRACCIÓN DE MENORES. CUANDO EN EL AMPARO INDIRECTO EL ACTO RECLAMADO 
PROVIENE DE UNA INVESTIGACIÓN PENAL INICIADA POR ESTE DELITO, PROCEDE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
EMITA LAS MEDIDAS CAUTELARES NECESARIAS Y EFICACES TENDENTES A LOCALIZAR AL 
MENOR Y RESTITUIRLO AL CUIDADO DE QUIENES LEGALMENTE EJERCEN LA PATRIA 
POTESTAD O A LA GUARDA Y CUSTODIA DE ÉSTE, PREVIA PONDERACIÓN DEL INTERÉS 
SUPERIOR QUE LE ASISTE. 

 
El interés superior del niño, niña o adolescente, previsto en los artículos 1o. y 4o., noveno párrafo, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Convención sobre los Derechos del 
Niño, es un principio "rector-guía", con base en el cual deben entenderse el resto de los derechos 
reconocidos para la infancia. Es decir, se trata de un principio orientador de la actividad interpretativa 
relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un niño, niña o adolescente, en un 
caso concreto o que pueda afectar los intereses de alguna persona menor de dieciocho años, y obliga 
a las autoridades a actuar más allá de la demanda puntual que se les presenta, en protección de los 
derechos de ese grupo vulnerable. En este contexto, el artículo 116, fracciones VIII, IX y X, de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes atribuye a las autoridades federales y locales 
el establecimiento de políticas, normas y mecanismos para evitar la separación de los infantes de 
quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, facilitar la localización y reunificación de 
la familia a la que pertenecen y coadyuvar a su localización cuando sean sustraídos, trasladados o 
retenidos ilícitamente. Por su parte, los artículos 2, fracción IV, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal (hoy Ciudad de México) y 54 y 55 de su reglamento, en lo que 
interesa, establecen que el Ministerio Público, en uso de sus atribuciones, deberá proteger los 
derechos e intereses de, entre otros, las niñas, niños y adolescentes, que por sus características se 
encuentren en situación de riesgo o vulnerabilidad. De este modo, cuando en el amparo indirecto el 
acto reclamado proviene de una investigación penal, iniciada por el delito de sustracción de menores, 
el Juez constitucional, al resolver sobre la suspensión, con sustento en dichas disposiciones 
constitucionales, convencionales y legales, así como en el último párrafo del artículo 147 de la Ley de 
Amparo, debe ordenar a la autoridad investigadora responsable que emita las medidas cautelares 
necesarias y eficaces para la protección del niño, niña o adolescente, tendentes a localizarlo y 
restituirlo al cuidado de quienes legalmente ejercen la patria potestad o guarda y custodia, sin dejar de 
ponderar y cerciorarse que este derecho de estar en familia, no cause daño en su integridad física y 
emocional, debiendo vigilar que dichas medidas se cumplan efectivamente y no se traduzcan en 
acuerdos meramente formales, que no constituyen una protección eficaz de los derechos del menor. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016840  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.1o.A.76 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA OMISIÓN DE LAS AUTORIDADES DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN DE PROPORCIONAR INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA DIGNA A 
LOS MENORES DE EDAD. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE 
RESTABLEZCAN LAS CONDICIONES NECESARIAS PARA GARANTIZAR LOS DERECHOS 
HUMANOS A LA EDUCACIÓN, A RECIBIR UN TRATO ESCOLAR DIGNO Y A LA SALUD EN EL 
MÁS ALTO NIVEL POSIBLE. 

 
Conforme al artículo 147, último párrafo, de la Ley de Amparo, en los casos en que sea procedente la 
suspensión, el órgano jurisdiccional debe tomar las medidas que estime necesarias para evitar que se 
defrauden los derechos de los menores o incapaces, en tanto se dicta sentencia definitiva en el juicio 
de amparo. Por su parte, de los artículos 16, 46, segundo párrafo, fracción IV y 120, fracción VII, de la 
Ley de Educación del Estado de Nuevo León; 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; 24, numeral 1 y 28, numerales 1, inciso e) y 2, de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, y 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", se advierte 
que el Estado tiene la obligación de garantizar la salud y la educación de los niños con el más alto 
nivel posible, para lo cual, debe adoptar cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la 
actividad escolar de los menores se administre de modo compatible con la dignidad humana. En estas 
condiciones, si en el juicio de amparo se reclama la omisión de las autoridades del Estado de Nuevo 
León de proporcionar infraestructura educativa digna a los menores de edad, derivado, por ejemplo, de 
que su escuela cuenta con aparatos de ventilación descompuestos y sanitarios insalubres, debe 
concederse la suspensión para el efecto de que las autoridades procedan inmediatamente a instalar 
nuevos aparatos o reparar con urgencia los existentes y restablecer las condiciones necesarias para 
garantizar los derechos humanos a la educación, a recibir un trato escolar digno y a la salud en el más 
alto nivel posible. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016838  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.1o.A.73 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO CONTRA EL CORTE DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA, DERIVADO DE LA SUPUESTA INFRACCIÓN AL ARTÍCULO 165, FRACCIÓN VI, DE 
LA LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE 
SE SIGA PRESTANDO EL SERVICIO EN LOS TÉRMINOS CONTRATADOS, MIENTRAS NO SE 
COMPRUEBE EL ACTO ILÍCITO ATRIBUIBLE AL QUEJOSO (INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 176/2005). 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió, en la jurisprudencia 2a./J. 
176/2005, que es improcedente otorgar la suspensión del acto reclamado, tratándose del corte del 
suministro de energía eléctrica, en el caso específico de que se demuestre, en el incidente respectivo, 
que el quejoso incurrió en alguno de los supuestos previstos en las fracciones II, V o VI del artículo 26 
de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica abrogada, esto es, cuando: se acredite el uso de 
dicho servicio por medio de instalaciones que alteren o impidan el funcionamiento normal de los 
instrumentos de control o de medida; se consuma energía eléctrica sin haber celebrado el contrato 
respectivo; o se haya conectado un servicio sin la autorización de la Comisión Federal de Electricidad. 
Lo anterior, al estimar que la sociedad está interesada en que el servicio público de energía eléctrica 
se preste en estricto apego a las normas técnicas y de seguridad que lo regulan. Sin embargo, dicha 
forma de proceder sobre la concesión de la medida cautelar, sólo tendría aplicación respecto de los 
actos que, plenamente acreditados, tengan lugar hasta la fecha de la abrogación de la ley citada, ya 
que, precisamente, con base en sus alcances es que se estableció que, en esos casos, no procedería 
la suspensión, pues en la legislación actual no existe precepto con las mismas prevenciones, ya que el 
artículo 165, fracción VI, de la Ley de la Industria Eléctrica, vigente desde el 12 de agosto de 2014 –a 
diferencia del artículo 26 señalado– no considera –al menos como sanción– la suspensión del 
suministro de energía eléctrica cuando se lleven a cabo las conductas descritas, sino que dispone una 
multa de hasta tres veces el importe de la energía eléctrica consumida, a partir de la fecha en que se 
cometió la infracción, lo cual constituye una diferencia sustancial entre ambas legislaciones, que torna 
inaplicable la jurisprudencia aludida para negar la suspensión definitiva en el amparo contra el corte 
del suministro de energía eléctrica derivado de la supuesta infracción al artículo 165, fracción VI, 
aludido. En esos términos, en los casos en los que se tenga contrato con la Comisión Federal de 
Electricidad para la prestación del servicio indicado y no se demuestre el acto ilícito atribuible al 
quejoso, procede conceder la medida cautelar, para el efecto de que se siga prestando el servicio en 
los términos contratados, mientras concluye la averiguación correspondiente; de lo contrario, se 
violaría el derecho fundamental de presunción de inocencia y el derecho humano a una vida digna, y 
se le impediría al particular disfrutar de un servicio público básico para satisfacer sus necesidades de 
subsistencia, con la consecuente generación de daños de difícil reparación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016836  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.9o.P.196 P (10a.)  
 
SECUESTRO AGRAVADO. SI SE CONCEDE AL IMPUTADO EL AMPARO LISO Y LLANO POR NO 
ACREDITARSE -NI AUN DE MANERA INDICIARIA- SU RESPONSABILIDAD EN LA COMISIÓN DE 
DICHO DELITO, ATENTO A QUE LOS FAMILIARES DEL SECUESTRADO TIENEN DERECHO A 
CONOCER CON CERTEZA LO SUCEDIDO EN RELACIÓN CON SU DESAPARICIÓN, PROCEDE 
ORDENAR EN EL FALLO PROTECTOR, LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS MEDIDAS NECESARIAS 
PARA LA CONTINUACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN Y LA REALIZACIÓN DE LAS GESTIONES 
CONDUCENTES PARA SU LOCALIZACIÓN. 

 
Cuando con motivo de la sentencia emitida en el amparo directo en la que se concedió al imputado la 
protección de la Justicia Federal de manera lisa y llana, por considerar –después de hacer un estudio 
del caudal probatorio existente en autos– que existió insuficiencia probatoria para acreditar su 
responsabilidad, aun de manera indiciaria, en la comisión del delito de secuestro agravado que le fue 
imputado por la Representación Social, se considera procedente que, dado el sufrimiento infligido por 
los familiares con motivo de la desaparición del secuestrado, y el derecho con que cuentan para 
conocer con certeza lo sucedido (su desaparición), con fundamento en los artículos 1o., 17 y 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento, debe ordenar en el fallo protector la remisión del testimonio a la Procuraduría General 
de Justicia de la Ciudad de México, para que implemente las medidas necesarias para continuar con la 
investigación sobre el ilícito agravado y realice las gestiones conducentes para su localización. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016835  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.1o.P.13 P (10a.)  
 
RESOLUCIÓN RECAÍDA AL RECURSO DE REVOCACIÓN PROMOVIDO ANTE EL JUEZ DE 
ORIGEN QUE AFECTA MATERIALMENTE EL DERECHO SUSTANTIVO A LA SALUD MENTAL 
(EMOCIONAL O PSICOLÓGICA). AL SER UN ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE, EN SU 
CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El concepto de "imposible reparación", conforme al texto actual de la Ley de Amparo, fue definido por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria que dio origen a la 
jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA 
RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR 
RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, RESULTANDO INAPLICABLE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 
2013).", donde precisó que los actos, para ser calificados como irreparables, necesitan producir una 
afectación a derechos sustantivos, es decir, que sus consecuencias deberán ser de tal gravedad que 
impidieran en forma actual el ejercicio de un derecho y no únicamente produjeran una lesión jurídica 
de naturaleza formal o adjetiva que no necesariamente llegara a trascender al resultado del fallo; 
además de que debían recaer sobre derechos cuyo significado rebasara lo puramente procesal, 
lesionando bienes jurídicos cuya fuente no proviniera exclusivamente de las leyes adjetivas. Asimismo, 
que los actos que afectan materialmente derechos, deben definirse como aquellos supuestos en los 
que el acto autoritario impide el libre ejercicio de algún derecho en forma presente, incluso antes del 
dictado del fallo definitivo y, que lo relativo a derechos sustantivos, significa que deben ser antagónicos 
a las prerrogativas de naturaleza formal o adjetiva, derechos estos últimos en los que la afectación no 
es actual, a diferencia de los sustantivos, sino que depende de que llegue o no a trascender al 
desenlace del juicio o procedimiento, momento en el cual, sus secuelas pueden consumarse 
efectivamente; luego, la resolución recaída al recurso de revocación promovido ante el Juez de origen 
que afecta materialmente el derecho sustantivo a la salud mental (emocional o psicológica), 
reconocido en favor de toda persona en los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 25, numeral 1, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica" y 4, inciso b), de 
la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém Do Pará), constituye un acto de imposible reparación, cuya ejecución y 
afectación no se destruyen aun si se obtiene resolución favorable, la que resulta susceptible de 
impugnarse en el juicio de amparo indirecto, en el que habrá de hacerse un juicio de ponderación del 
derecho de defensa del sujeto activo y el inherente a la integridad psíquica de la víctima. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016834  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.2o.A.146 A (10a.)  
 
REPRESENTACIÓN DE LAS MICROINDUSTRIAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. PUEDE ACREDITARSE CON EL CONTRATO SOCIAL EN EL QUE 
CONSTE LA DESIGNACIÓN DEL GERENTE, RATIFICADO ANTE EL REGISTRO PÚBLICO DEL 
COMERCIO, PREVISTO EN LA LEY FEDERAL PARA EL FOMENTO DE LA MICROINDUSTRIA Y 
LA ACTIVIDAD ARTESANAL. 

 
De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 5o. de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 12, 15 y 16 de la Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la 
Actividad Artesanal, en relación con los diversos 6o., 10 y 74 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, se colige que las personas morales denominadas microindustriales pueden acreditar la 
personalidad de quienes promuevan en su nombre el juicio contencioso administrativo federal, no sólo 
con la escritura pública o carta poder firmada ante dos testigos y ratificada ante notario o secretario del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, a que se refiere el primero de los artículos citados, sino 
también con el contrato social en el que conste la designación del gerente, ratificado ante el Registro 
Público del Comercio. Lo anterior, pues con la interpretación literal del artículo 5o. se obstruiría, sin 
motivo razonable, el acceso a la jurisdicción a las microindustrias, porque su ley regulatoria no exige 
que su representación (legal o convencional) deba protocolizarse. Por ello, para abrir paso a la 
jurisdicción, ese precepto debe interpretarse sistemática y funcionalmente con el resto de las normas 
mencionadas y considerar sus fines, para concluir que la exigencia de que quien se ostente como 
representante lo acredite con escritura pública o carta poder, debe entenderse dirigida sólo a aquellas 
personas morales a quienes legalmente se les exija que su representación deba protocolizarse ante 
notario, en tanto que a las que no se les demande ese requisito, podrán acreditar su representación 
con el documento que para ello prevea la ley que las rige. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016833  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: II.2o.P.59 P (10a.)  
 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA PENAL. SI SE ORDENA POR SER 
INDISPENSABLE A LOS FINES DEL PROCESO, NO TRANSGREDE EL DERECHO A UNA 
JUSTICIA PRONTA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 
La finalidad del proceso penal es el esclarecimiento de los hechos denunciados y también constituye 
un derecho de acceso a la justicia del imputado; por tanto, cuando la reposición del procedimiento es 
justificada e inevitable, por ser indispensable a los fines del proceso, no transgrede el derecho a una 
justicia pronta, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
si la dilación del proceso es además en ejercicio del derecho de defensa, la cuestión de temporalidad, 
en sí misma, no puede estimarse aisladamente para considerar alguna afectación al derecho de 
justicia pronta y expedita, pues no se trata de un supuesto imputable a los órganos jurisdiccionales. 
Ahora bien, la procedencia de la reposición del procedimiento no depende de la eventual duración 
prolongada o no del proceso, pues su finalidad es subsanar, cuando así se justifica racionalmente, las 
irregularidades procesales que impiden arribar al fin de todo proceso, que es el de esclarecer los 
hechos materia de imputación y controversia, es decir, resolver de fondo un conflicto social suscitado 
mediante la comisión presunta de un delito; conflicto que potencialmente repercute en los derechos no 
sólo de los sujetos directamente vinculados al hecho indagado y al procedimiento (imputado, víctimas 
u ofendidos y fiscalías), sino de la sociedad entera, dado que dicho seguimiento es de orden público y, 
consecuentemente, de interés social. Por tanto, los derechos de acceso a la justicia, conocimiento de 
la verdad, certeza jurídica, eventual resarcimiento o reparación del daño y legalidad en la aplicación de 
la ley en un Estado democrático, constituyen un contexto que delimita la importancia de la consecución 
de los fines del proceso penal, de modo que mientras su dilación atienda al respeto de los derechos en 
él involucrados y sin que exista causa de extinción legal, éste deberá llevarse y culminarse por todos 
los cauces necesarios, aun cuando ello implicara una dilación adicional. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016832  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: (IV Región)2o.16 C (10a.)  
 
RECURSO DE REVOCACIÓN. PROCEDE CONTRA EL AUTO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA 
QUE ADMITE EL DIVERSO DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 
La interpretación del artículo 506 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Veracruz, 
vigente, permite establecer que los autos que no causen daño irreparable en la sentencia y los 
decretos dictados en primera instancia, pueden impugnarse mediante el recurso de revocación. Así, si 
contra el auto del Juez de primer grado que admite la apelación, tratándose de juicios civiles, procede 
la revocación; el hecho de que el Juez haya admitido la apelación en ambos efectos, no implica que se 
trate de un auto irrecurrible a través de los medios ordinarios de impugnación, pues la consecuencia 
de dicha admisión en esos términos es la suspensión de la ejecución de la sentencia apelada hasta 
que se dicte el fallo del tribunal de alzada, tal como lo dispone el artículo 516, párrafo primero, del 
ordenamiento legal antes mencionado. Lo expuesto es así, porque con el recurso de revocación puede 
lograrse la anulación o modificación del auto combatido, sin excluir expresamente a aquellos que 
resuelvan sobre la admisión del recurso de apelación, ya que el citado medio ordinario de defensa 
debe ser agotado para cumplir con el principio de definitividad que rige en el juicio de amparo. En 
consecuencia, es dable concluir que contra el auto del Juez de primera instancia que admita la 
apelación procede el recurso de revocación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016831  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: (IV Región)2o.15 C (10a)  
 
RECURSO DE APELACIÓN. EL AUTO QUE LO ADMITE DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE, 
YA QUE EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA FORMULAR AGRAVIOS Y CONTINUAR CON 
AQUÉL, INICIA A PARTIR DE LA NOTIFICACIÓN DEL PROVEÍDO RESPECTIVO. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
73/2002-PS, estableció que el juzgador tenía el deber jurídico de ordenar que se notificara 
personalmente al apelante el acuerdo por el que se le prevenía para que, en el término de tres días, 
formulara los agravios correspondientes, ya que el acuerdo mencionado implicaba un requerimiento al 
representar una orden del órgano jurisdiccional con efectos intimatorios y fuerza necesaria para ser 
obedecida, ya que si el apelante no formulaba los agravios dentro del término concedido, se establecía 
la sanción consistente en la declaración de que quedaba desierto el recurso interpuesto; además, para 
tener la seguridad de que el apelante se enteró no sólo del momento en que debía expresar los 
agravios y ante quién debía presentarlos, sino también de la consecuencia que traerá su omisión, es 
menester que la notificación se haga personalmente. Ahora bien, a juicio de este tribunal acontece una 
situación análoga, tratándose de los juicios civiles federales, cuando el recurso de apelación se admite. 
Aunado a ello, si bien dicho proveído no equivale, en puridad, a un verdadero emplazamiento, puesto 
que la interposición y admisión del recurso de apelación no marca el inicio de un juicio, sino un grado 
distinto de instancia, lo cierto es que resulta equiparable a éste, máxime cuando la continuación y 
formulación de agravios debe suscitarse para que éste no quede desierto, como se advierte de la 
jurisprudencia 1a./J. 85/2005, de rubro: "APELACIÓN. CUANDO NO SE EXHIBEN LAS COPIAS DEL 
ESCRITO DE EXPRESIÓN DE AGRAVIOS PARA CORRER TRASLADO A LAS PARTES, SE DEBE 
PREVENIR AL APELANTE ANTES DE DECLARARLA DESIERTA (LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL 
FEDERAL)."; razón por la cual se considera que el auto que admite el recurso de apelación debe ser 
notificado personalmente a los apelantes, ya que el cómputo del término para formular sus agravios y 
continuar con la apelación inicia a partir de la notificación del proveído respectivo, como deriva de la 
diversa jurisprudencia 1a./J. 32/98, de rubro: "APELACIÓN. LOS TRES DÍAS QUE ESTABLECE EL 
ARTÍCULO 243 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA LA 
CONTINUACIÓN DEL RECURSO, DEBEN COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE NOTIFIQUE LA 
ADMISIÓN DE LA APELACIÓN Y NO A PARTIR DE QUE SE RECIBAN LOS AUTOS EN EL 
TRIBUNAL DE ALZADA." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016830  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.1o.A.84 A (10a.)  
 
RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO TERCERO, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LA NEGATIVA FICTA CONFIGURADA ANTE LA 
FALTA DE RESPUESTA A LA PETICIÓN RELATIVA, CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA CONTRA LA QUE PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. X/2003, 
publicada en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, 
febrero de 2003, página 336, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS’. ALCANCE DEL 
CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA 
DE DICHO TRIBUNAL.", al interpretar el alcance del artículo 11, fracción IV, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa abrogada, precisó que las resoluciones definitivas 
no sólo eran aquellas que no admitan recurso o, admitiéndolo, sea optativo, sino que también debe 
considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el 
producto final o la voluntad definitiva de la administración pública, como última resolución dictada para 
poner fin a un procedimiento, y como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que 
le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. Por tanto, contra la negativa ficta configurada 
ante la falta de respuesta a la petición de la reconsideración administrativa que prevé el artículo 36, 
párrafo tercero, del Código Fiscal de la Federación, conforme al artículo 3, fracción V, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, vigente a partir del 19 de julio de 2016, 
procede el juicio contencioso administrativo, en observancia al derecho fundamental de acceso a la 
justicia, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 
al tener un origen meramente fiscal, es viable que por dicha vía sea reclamada la abstención en que 
incurre la autoridad tributaria en la solicitud del contribuyente pues, de otra manera, se le dejaría en 
completo estado de indefensión y su petición jamás tendría un pronunciamiento positivo o negativo, lo 
que de suyo resulta violatorio de los derechos fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y 
audiencia, previstos en los artículos 14 y 16 de la Carta Magna. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016829  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.1o.A.11 K (10a.)  
 
QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY DE AMPARO. POR 
REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE LA INTERPUESTA CONTRA RESOLUCIONES QUE 
TIENDEN AL CUMPLIMIENTO DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. 

 
El artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil 
trece, señala que procede el recurso de queja contra resoluciones dictadas durante la tramitación del 
juicio o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión y que por su 
naturaleza trascendental y grave puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la 
sentencia definitiva; así como las que con las mismas características se emitan después de dictada la 
sentencia en la audiencia constitucional. Conforme al primer supuesto de procedencia de la queja, se 
requiere que el perjuicio que se atribuye a la resolución impugnada, no pueda ser reparado en la 
sentencia; mientras que en el segundo, al tratarse de resoluciones pronunciadas después de ese fallo, 
dicho perjuicio ya no podría ser reparado por éste, pero sí por una diversa resolución posterior. En ese 
contexto, por regla general, las resoluciones emitidas por el Juez de Distrito en el procedimiento de 
ejecución, que atañen al cumplimiento de la ejecutoria, no son recurribles en queja, ya que el perjuicio 
que les atribuya el inconforme puede ser reparado al resolverse sobre dicho cumplimiento, o bien, en 
la sentencia que dicte el Tribunal Colegiado en el recurso de inconformidad o en el incidente de 
inejecución, según sea el caso de que el propio juzgador de primer grado tenga o no por cumplida la 
ejecutoria relativa. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016828  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.7o.P.10 K (10a.)  
 
PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. LA PETICIÓN AL JUEZ DE DISTRITO PARA QUE 
REQUIERA A LOS SERVIDORES PÚBLICOS OMISOS EN EXPEDIR LAS COPIAS O 
DOCUMENTOS SOLICITADOS POR LAS PARTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 121 DE LA LEY 
DE AMPARO NO ES EXTEMPORÁNEA, SI AL FORMULARSE DURANTE EL TRÁMITE DEL 
JUICIO, LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL NO SE LLEVÓ A CABO EN LA FECHA SEÑALADA, 
SINO QUE SE FIJA DIVERSA DATA PARA SU DESAHOGO, Y EL QUEJOSO TRATA DE PROBAR 
O DESVIRTUAR HECHOS NO CONOCIDOS OPORTUNAMENTE. 

 
Del párrafo primero del precepto mencionado, se advierte que a fin de que las partes puedan rendir 
sus pruebas en la audiencia del juicio, los servidores públicos tienen la obligación de expedir las copias 
o documentos que les soliciten; luego, si éstos incumplen esa obligación, el quejoso, una vez que 
acredite haber hecho la petición, solicitará al Juez de Distrito que requiera a los omisos y difiera la 
audiencia, lo que se acordará siempre que la solicitud a la autoridad renuente se hubiera hecho cinco 
días hábiles antes del señalado para su desahogo, sin contar el de la solicitud ni el fijado para la 
audiencia; de ahí que cuando el quejoso trata de probar o desvirtuar hechos que no conoció 
oportunamente, la petición formulada al Juez no resulta extemporánea, si al efectuarse la solicitud 
durante el trámite del juicio de amparo respectivo, la audiencia constitucional no se llevó a cabo en la 
fecha señalada, sino que se fija diversa data para su desahogo, atento a que el legislador sólo acotó 
dicha petición a que se formulara en la temporalidad aludida (sin distinguir si debe ser en relación con 
la primera fecha fijada para que se lleve a cabo la audiencia constitucional), ya que si bien es cierto 
que el artículo 119, párrafo tercero, de la Ley de Amparo dispone que las pruebas testimonial, pericial, 
inspección judicial o cualquier otra que amerite desahogo posterior, deberán ofrecerse a más tardar 
cinco días hábiles antes de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado 
para la propia audiencia; también lo es que esa limitante no abarca a la prueba documental, pues el 
segundo párrafo de dicho numeral autoriza a recibirla en la misma audiencia; además, el cuarto 
párrafo de ese precepto prevé la excepción a esa regla general, al establecer que salvo que se trate de 
probar o desvirtuar hechos que no hayan podido ser conocidos por las partes con la oportunidad legal 
suficiente para ofrecerlas en el plazo respectivo; de ahí que no sea dable considerar extemporánea la 
petición del quejoso, dado que le asiste el derecho a ofrecer pruebas durante el trámite del juicio de 
amparo indirecto, reconocido en el artículo 117, párrafo segundo, de la propia ley, a fin de desvirtuar el 
contenido del informe justificado. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016827  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XV.6o.1 C (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA. SE INTERRUMPE SI LA DEDUDORA 
REGULARIZA SUS PAGOS DESPUÉS DE HABER INCURRIDO EN MORA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). 
 
De conformidad con el Código Civil del Estado de Baja California, si las partes celebraron un contrato 
de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria, en el que establecieron un plazo para el 
cumplimiento de la obligación y los pagos inherentes a él y, además, dispusieron como causa de 
vencimiento anticipado, el que la acreditada dejara de pagar puntualmente cualquier cantidad a que 
estuviera obligada conforme al contrato; es inconcuso que basta que se diera la hipótesis prevista en 
dicha cláusula para que el actor pueda dar por vencido anticipadamente el plazo señalado para el 
pago de las prestaciones a cargo del demandado; sin embargo, si la conducta de la deudora, de 
realizar sus pagos puntuales, en relación con la obligación contraída, fue inconsistente, esto conlleva 
que el plazo para que opere la prescripción extintiva de la acción hipotecaria comience a contar de 
nuevo, es decir, que los meses que hayan trascurrido antes de cada pago no puedan contar para la 
integración del plazo; por tanto, si la deudora se pone al corriente en sus pagos después de haber 
incurrido en mora, el plazo para que opere la prescripción se interrumpe, conforme al artículo 1155, 
fracción III, del código citado. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016826  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: I.9o.P.189 P (10a.)  
 
OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN DE LOS DELITOS. EL JUEZ DE 
AMPARO, REAFIRMANDO EL CARÁCTER DE RECURSO JUDICIAL EFECTIVO DEL JUICIO 
CONSTITUCIONAL, ESTÁ FACULTADO PARA CONSTATAR SI CON AQUÉLLAS SE VIOLAN LOS 
DERECHOS HUMANOS DEL QUEJOSO Y, EN SU CASO, A FIN DE CONTRIBUIR A SU CESE, 
ORDENAR A LA AUTORIDAD MINISTERIAL LA REALIZACIÓN DE DETERMINADAS 
DILIGENCIAS, SIN PERJUICIO DE LAS DIVERSAS ACTUACIONES QUE, A JUICIO DE ÉSTA, 
DEBAN LLEVARSE A CABO. 

 
Cuando se promueve el amparo indirecto, en términos del artículo 107, fracción VII, de la ley de la 
materia, contra omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, por transgresión al 
artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 18 de junio de 2008), es improcedente 
sobreseer en el juicio, con fundamento en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 77, 
ambos de la Ley de Amparo, bajo el argumento, entre otros, de que dicha autoridad es la única 
competente para realizar las diligencias necesarias con la finalidad de allegarse de los medios de 
prueba que considere pertinentes para la comprobación del delito y de la probable responsabilidad del 
indiciado, y que por ello el Juez de amparo no pueda ordenarle realizar determinadas diligencias o 
actuaciones, sin desnaturalizar el juicio de amparo e invadir su esfera competencial. Lo incorrecto de 
ese argumento radica en que, conforme al artículo 21 constitucional mencionado, el Ministerio Público 
ostenta el monopolio constitucional para realizar las diligencias necesarias, a fin de allegarse de las 
pruebas que estime pertinentes para la comprobación del delito y de la probable responsabilidad del 
indiciado; para lo cual, debe hacer uso de todos los medios legales disponibles. Además, en sede 
internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los casos González y otras ("campo 
algodonero") Vs. México, Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, Albán Cornejo y otros Vs. Ecuador, 
Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú, entre otros, ha señalado que el deber de investigar 
es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. A la luz de 
ese deber, el tribunal interamericano indicó que una vez que las autoridades estatales tengan 
conocimiento de hechos posiblemente violatorios de derechos fundamentales, deben iniciar ex officio y 
sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles y 
orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual 
castigo de todos los autores de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados 
agentes estatales. En específico, la autoridad ministerial ejerce su obligación constitucional de manera 
general, frente a la comunidad, y la asume en cada caso concreto, frente a las víctimas, en protección 
de sus intereses, la cual debe cumplirse diligentemente pues, considerar lo contrario, conllevaría 
consentir la impunidad y la repetición de actos transgresores de derechos, al restringir la persecución 
de los delitos y tolerar que los particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente en 
menoscabo de esos derechos humanos, con aquiescencia del Estado, en contravención al artículo 1, 
numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en torno a la protección del 
derecho del quejoso a que se investiguen violaciones a derechos fundamentales que atenten contra la 
vida, integridad y libertad personal. En esa tesitura, la facultad ministerial apuntada, no justifica la 
dilación o inactividad de la autoridad investigadora para integrar la indagatoria pues, en ese caso, el 
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Juez de amparo, reafirmando el carácter de recurso judicial efectivo del juicio constitucional, está 
facultado para constatar si existió violación a los derechos humanos del quejoso y, en su caso, 
proporcionar una reparación que garantice que el Ministerio Público ejercerá las funciones de 
investigación que legal y constitucionalmente le corresponden, consistente en ordenar a la autoridad 
ministerial la realización de determinadas diligencias o actuaciones, a fin de contribuir al cese de las 
omisiones en que ha incurrido. Lo anterior, bajo la consideración de que en nada beneficiaría al 
gobernado acceder al juicio de amparo contra dichas omisiones, si el juzgador estuviera imposibilitado 
para hacer notar la inacción y omisión ministerial, sin contribuir al cese de éstas, ello, sin perjuicio de 
las diversas actuaciones que, a juicio de la autoridad investigadora, deben llevarse a cabo. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016824  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.1o.A.79 A (10a.)  
 
NEGATIVA A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. 
SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PROMOVIDO EN SU CONTRA LAS SALAS 
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CUENTAN CON LOS ELEMENTOS 
PARA RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO, DEBEN HACERLO, CON BASE EN LOS 
PRINCIPIOS DE EXHAUSTIVIDAD, CONGRUENCIA Y MAYOR BENEFICIO. 

 
Conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Salas del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa tienen la obligación de proteger y garantizar los derechos 
humanos, de conformidad, entre otros, con el principio de progresividad y, además, de acuerdo con el 
artículo 17 de la propia Constitución, deben impartir justicia pronta y expedita. En esos términos, están 
constreñidas a analizar la procedencia de la solicitud de devolución de saldo a favor de contribuciones 
en el juicio contencioso administrativo promovido contra su negativa, cuando tengan los elementos 
para hacerlo. Lo anterior encuentra sustento en el ánimo del legislador, al adicionar un penúltimo 
párrafo al artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, que aunado al 
numeral 50, penúltimo párrafo, del mismo ordenamiento, exigen a dichos órganos jurisdiccionales, 
cuando existan agravios encaminados a controvertir el fondo de la cuestión efectivamente planteada 
por el actor, a resolverlo con base en los principios de exhaustividad, congruencia y mayor beneficio 
que rigen en el dictado de sus sentencias, lo cual implica estudiar los argumentos que, de resultar 
fundados, tendrán como consecuencia eliminar la posibilidad de que los procedimientos 
administrativos y jurisdiccionales se alarguen innecesariamente. Por tanto, una vez desvirtuados los 
motivos de la negativa a la devolución, y de contar con los elementos para ello, las Salas mencionadas 
deben examinar todos los conceptos de anulación tendentes a que se declare el derecho subjetivo 
pretendido. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 04 de mayo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016822  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.9o.A.103 A (10a.)  
 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
EL ARTÍCULO 50, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, AL PREVER QUE CUANDO UN 
PENSIONISTA REINGRESE AL SERVICIO ACTIVO NO PODRÁ RENUNCIAR A LA PENSIÓN 
CONCEDIDA, PARA SOLICITAR Y OBTENER OTRA NUEVA, NO VIOLA EL DERECHO DE 
IGUALDAD (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007). 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. LXXXIV/2008, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio 
de 2008, página 440, de rubro: "IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL 
CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE 
DICHA GARANTÍA.", sostuvo que analizar una norma a la luz de la garantía de igualdad, prevista en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en elegir el término 
de comparación apropiado, que permita confrontar a los sujetos desde un determinado punto de vista 
y, con base en éste, establecer si se encuentran o no en una situación de igualdad respecto de otros 
individuos sujetos a diverso régimen y si el trato que se les da, con base en el propio término de 
comparación, es diferente. Ahora, el derecho a ser pensionado por edad y tiempo de servicios nace 
cuando el trabajador cumplió los requisitos de ley por haber laborado los años establecidos en el 
ordenamiento jurídico para tener derecho a ella, con el fin de garantizarle el pago de una cantidad 
líquida con el propósito de tener un medio de subsistencia después de su retiro como trabajador en 
activo. En consecuencia, el artículo 50, segundo párrafo, de la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, vigente hasta el 31 de marzo de 2007, al prever 
que cuando un pensionista reingrese al servicio activo no podrá renunciar a la pensión concedida para 
solicitar y obtener otra nueva, con la sola excepción de los inhabilitados que hubieran quedado aptos 
para el servicio, no viola el derecho de igualdad, porque éstos no se encuentran en una situación de 
igualdad respecto de quienes ya obtuvieron una pensión, al ser quienes, física o mentalmente, no 
pueden realizar su trabajo; sin embargo, si recuperan dichas capacidades, podrán reingresar al 
servicio y renunciar a su pensión. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016821  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VIII.1o.C.T.2 L (10a.)  
 
INDEMNIZACIÓN POR MUERTE DEL TRABAJADOR. TIENE DERECHO A RECIBIRLA LA MUJER 
CON LA QUE CONVIVIÓ DE FORMA CONSTANTE Y ESTABLE E, INCLUSO, PROCREÓ HIJOS, 
AUN CUANDO LA RELACIÓN NO REÚNA LOS REQUISITOS EXIGIDOS PARA EL MATRIMONIO 
O EL CONCUBINATO. 
 
El artículo 501, fracciones I y III, de la Ley Federal del Trabajo dispone que tendrán derecho a recibir 
indemnización en caso de muerte, entre otros, la viuda que hubiese dependido económicamente del 
trabajador, así como la persona con quien el trabajador vivió como si fuera su cónyuge durante los 5 
años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con la que tuvo hijos, siempre que ambos 
hubieran permanecido libres de matrimonio durante el concubinato. De lo anterior, se advierte que se 
otorga la exclusividad al derecho a recibir la indemnización a la esposa o concubina del trabajador 
fallecido, lo que excluye a otros tipos de convivencia familiar o de pareja de hecho que, al convivir 
constantemente generan vínculos de solidaridad y ayuda mutua, sin cumplir con todos los requisitos 
exigidos para el matrimonio o el concubinato, lo cual constituye una distinción basada en una 
"categoría sospechosa", que coloca a ese tipo de parejas en una situación de desprotección en 
relación con su derecho a acceder a un nivel de vida adecuado y de solidaridad social. En 
consecuencia, en los casos en que se patentice la existencia de una pareja que convive de forma 
constante y estable, fundada en la afectividad, la solidaridad y la ayuda mutua, deben aplicarse las 
protecciones mínimas que prevé el derecho para el matrimonio y el concubinato, ya que, aun cuando 
éstos no se configuren, persiste la obligación de otorgar la indemnización a favor de la pareja del 
trabajador fallecido, al demostrarse que mantuvo una relación sentimental prolongada y estable e, 
inclusive, que procrearon hijos, por lo que no puede considerarse como una simple relación efímera o 
pasajera, carente de tutela o protección legal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016820  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: (IV Región)2o.17 C (10a.)  
 
HECHO NOTORIO EN MATERIA CIVIL. TANTO EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA, COMO LA 
SALA RESPONSABLE PUEDEN INVOCARLO, DE OFICIO, COMO TAL LAS RESOLUCIONES 
EMITIDAS ANTERIORMENTE ANTE EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL A FIN DE PODER 
RESOLVER UN ASUNTO EN ESPECÍFICO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 232, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE VERACRUZ). 

 
La contradicción de tesis 4/2007-PL, dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 103/2007, de rubro: "HECHO 
NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD 
POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS 
RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE.", en la que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, al abordar el examen del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles (que es 
de similar contenido al diverso 232, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Veracruz), consideró, entre otros aspectos, que es incuestionable que un hecho notorio para 
un tribunal, es aquel del que conozca por razón de su actividad jurisdiccional; lo que conduce a 
determinar que de conformidad con el artículo 88 invocado, los Magistrados de un Tribunal de Circuito 
y los Jueces de Distrito pueden válidamente invocar, de oficio, como un hecho notorio, las resoluciones 
emitidas anteriormente ante el propio órgano jurisdiccional, a fin de poder resolver un asunto en 
específico, o pronunciarse sobre su procedencia, sin que se haya ofrecido ni alegado por las partes, ya 
que ésa es una facultad que la propia ley les confiere y que, desde luego, es de su conocimiento por 
razón de su función, ya que fueron quienes intervinieron en la discusión, votación y resolución en un 
sentido preciso; y donde concluye la Segunda Sala, que es indudable que un Juez de Distrito o un 
Tribunal Colegiado de Circuito, puede tener por actualizada una causa de improcedencia en un juicio 
de amparo, atento a la existencia de un asunto relacionado, que constituye un hecho notorio por 
haberse resuelto previamente por el propio juzgador. Bajo esas consideraciones, al contener idéntica 
definición el hecho notorio examinado por la Segunda Sala de nuestro Más Alto Tribunal del País, en el 
artículo 88 al diverso 232, párrafo segundo, citados resulta incuestionable que, tanto el Juez de 
primera instancia, como la Sala responsable, pueden invocar, de oficio, como un hecho notorio, las 
resoluciones que hayan emitido anteriormente ante el propio órgano jurisdiccional, a fin de poder 
resolver un asunto en específico. 
 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016819  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.9o.P.194 P (10a.)  
 
EXTRADICIÓN DE MENORES. AL SER UNA FIGURA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL, NO 
ESTÁ PROHIBIDA CONFORME AL RÉGIMEN DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES, APLICABLE 
CON MOTIVO DE LA ENTONCES LEY PARA EL TRATAMIENTO DE MENORES INFRACTORES 
PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL (ABROGADA). 

 
A partir de la reforma al artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de enero de 2016, se previó que, la Federación, 
los Estados y el entonces Distrito Federal (ahora Ciudad de México), establecerían en el ámbito de sus 
respectivas competencias, un sistema integral de justicia para los adolescentes, aplicable a quienes se 
atribuyera la comisión o participación en un hecho que la ley señalara como delito, y tuviera entre doce 
años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, ya que los menores de doce años que hubiesen 
realizado una conducta prevista como delito en la ley, serían sujetos a rehabilitación y asistencia 
social, pero también con la posibilidad de que se les podrían aplicar medidas de orientación, protección 
y tratamiento, siempre atendiendo a la protección integral y el interés superior del adolescente, en la 
inteligencia de que, dicho tratamiento podría ser en internamiento. Así, conforme al régimen de justicia 
para adolescentes aludido, aunque éstos no cometen delitos sino infracciones, lo cierto es que al 
preverse el tratamiento en internamiento, ello constituye una sanción restrictiva de la libertad con 
denominación distinta a la pena de prisión, pero con los mismos efectos. Luego, conforme a los 
artículos 3o., párrafo primero, 6o. y 20, fracción II, de la Ley para el Tratamiento de Menores 
Infractores para el entonces Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia 
Federal (abrogada), la extradición de menores no se encuentra prohibida y, en cambio, sí la permite, 
porque es una figura de cooperación internacional que, incluso, pudiera ser utilizada por las 
autoridades mexicanas, a fin de traer a territorio nacional a menores infractores que se hubieren 
sustraído de la justicia, tanto, que el último artículo citado, remite al diverso 119 de la Constitución 
Federal, y su ley reglamentaria, que es la Ley de Extradición Internacional, sin que en alguna de sus 
partes prohíba la extradición tratándose de menores de edad; al contrario, establece las bases del 
procedimiento a seguir por el Ejecutivo Federal, con la intervención de la autoridad judicial, en los 
términos de la propia Constitución, los tratados internacionales que al respecto se hayan suscrito y las 
leyes reglamentarias. Así, conforme al Tratado de Extradición entre los Estados Unidos Mexicanos y 
los Estados Unidos de América, y a la Ley de Extradición Internacional, aquellas conductas que 
conforme a las leyes de ambas partes sean punibles con una pena de privación de la libertad, cuyo 
máximo no sea menor de un año, darán lugar a la extradición; de modo que si el delito por el que se 
solicitó la extradición, se suscitó cuando el quejoso era menor, entonces nada impide que éste sea 
extraditado; máxime que la ley de menores invocada fue diseñada para normar el trato que debe de 
darse en México a los menores infractores que cometan conductas tipificadas en las leyes penales 
mexicanas; por lo que sus disposiciones no deben trasladarse a un sistema jurídico distinto, 
pretendiendo igualar figuras jurídicas, toda vez que su aplicación es estrictamente territorial. Además, 
en el procedimiento de extradición no se ejerce función jurisdiccional en el Estado requerido, por lo que 
al momento de analizar y resolver sobre una solicitud de extradición no se analizan cuestiones de 
fondo de un reclamado, como es el caso de su imputabilidad o ausencia de ésta, ni se prejuzga 
respecto de la culpabilidad o inculpabilidad del reclamado en la comisión de los delitos que se le 
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atribuyen, sólo debe verificarse que se cumplan los requisitos previstos en el tratado de extradición 
aplicable. 
 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016818  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.35 K (10a.)  
 
EXCEPCIÓN DE PREPARAR LAS VIOLACIONES PROCESALES PREVISTA EN EL SEGUNDO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO. ES APLICABLE ÚNICAMENTE AL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 

 
El artículo 171, párrafo primero, de la Ley de Amparo, establece la obligación de preparar las 
violaciones procesales que se hagan valer en los amparos directos, esto es, prevé la obligación de 
impugnarlas durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, 
señale la ley ordinaria respectiva; empero, en su segundo párrafo, exceptúa de dicha regla, entre 
otros, a los trabajadores. Así, se advierte que la intención del legislador fue la de acotar el alcance de 
esa excepción únicamente a los juicios de amparo directo en los que se hagan valer violaciones 
procesales acaecidas dentro del procedimiento; por tanto, no puede hacerse extensiva a los juicios de 
amparo indirecto respecto de actos emitidos después de concluido el juicio natural, como lo sería la 
notificación de un acuerdo dictado en la sección de ejecución de un laudo condenatorio, o bien, del 
propio laudo. Luego, previamente a instar el biinstancial, el trabajador promovente debe agotar el 
medio de defensa ordinario respectivo, en el caso, el incidente de nulidad de actuaciones previsto en el 
artículo 764 de la Ley Federal del Trabajo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016817  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXI.2o.P.A.27 A (10a.)  
 
EJIDATARIOS O COMUNEROS. CUANDO ACUDEN AL JUICIO CONSTITUCIONAL EN LO 
INDIVIDUAL EN DEFENSA DE SUS BIENES AGRARIOS, ESTÁN EXENTOS DE EXHIBIR 
GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO 
RECLAMADO (INTERPRETACIÓN AMPLIA Y PRO PERSONA DEL ARTÍCULO 132, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO). 

 
El precepto mencionado establece que la suspensión concedida a los "núcleos de población" no 
requerirá de garantía para que surta sus efectos. De tal suerte que, lo dispuesto en dicho numeral, 
debe entenderse referido a la connotación que de materia agraria da el artículo 107, fracción II, 
penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, a los actos 
que se reclaman, por ejidos, núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado 
comunal, o ejidatarios o comuneros, en lo individual, aquellos que tengan o puedan tener como 
consecuencia privarlos de la propiedad, posesión o disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes. 
Interpretación de la norma citada, que se hace en atención al principio pro persona, previsto en el 
artículo 1o., párrafo segundo, de la Constitución Federal. Ello, porque si el legislador previó exentar a 
los "núcleos de población" de exhibir garantía para que surta efectos la suspensión, cuando éstos se 
integran por un conglomerado, sea de ejidatarios o comuneros, según sea el régimen ejidal o comunal, 
más aún debe exentarse de exhibir esa garantía a los ejidatarios o comuneros, en lo individual, cuando 
acuden al amparo en defensa de sus bienes agrarios, lo cual se concluye atento a una interpretación 
más amplia a favor de la persona, del artículo 132 mencionado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016816  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.1o.A.72 A (10a.)  
 
DIVIDENDOS O UTILIDADES PROVENIENTES DE LA CUENTA DE UTILIDAD FISCAL NETA. LAS 
PERSONAS FÍSICAS PUEDEN ACREDITAR EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA PAGADO POR LA 
SOCIEDAD QUE SE LOS DISTRIBUYÓ. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
34/2016, que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 56/2017 (10a.), determinó que de la interpretación 
armónica y sistemática de los artículos 10, 11 y 88 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013, se colige que cuando los dividendos o utilidades distribuidos por una 
sociedad provienen de su cuenta de utilidad fiscal neta (CUFIN), y se realizó el pago del tributo 
correspondiente a los ingresos que los generaron mediante el impuesto corporativo, es innecesario 
que, al efectuarse su distribución a personas físicas, deba pagarse nuevamente el impuesto 
respectivo; de ahí que, concluyó, en términos del artículo 165, primer párrafo, de la ley referida, 
procede el acreditamiento del impuesto sobre la renta que un contribuyente persona física refleja en su 
declaración anual, siempre y cuando considere como ingreso acumulable, además del dividendo o 
utilidad percibido, el monto del gravamen pagado por la sociedad, correspondiente a la referida 
distribución y, además, cuente con la constancia de pago de dividendos a que alude el propio 
ordenamiento. Ahora, la conclusión anterior es aplicable a las personas físicas que, para acreditar el 
impuesto pagado por la sociedad que les distribuyó los dividendos o utilidades, se sujeten al artículo 
140 de la ley vigente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016815  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.1o.A.77 A (10a.)  
 
DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA A LA SOLICITUD RESPECTIVA, SE 
DESVIRTÚAN LOS MOTIVOS DE ESE ACTO, AUN CUANDO SE HAYAN SUSTENTADO EN EL 
DESISTIMIENTO, LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBEN 
RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO Y NO REENVIAR EL EXPEDIENTE A LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA PARA QUE, EN UNA NUEVA OPORTUNIDAD, VALORE SI SE ACREDITA LA 
EXISTENCIA DE UN DERECHO SUBJETIVO SOBRE LO PEDIDO. 

 
El principio de progresividad, previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, impide la interpretación restrictiva de las normas de derechos humanos y la 
regresión respecto de su sentido y alcance de protección, al favorecer su evolución para ampliar su 
alcance de protección. Acorde con este principio, y con la obligación establecida en el artículo 17 de la 
propia Constitución, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa tienen la obligación de 
promover y garantizar los derechos humanos mediante la impartición de justicia pronta y expedita. En 
estas condiciones, cuando dichos órganos conocen del juicio contencioso administrativo promovido 
contra la negativa a la solicitud de devolución de un saldo a favor de contribuciones y se desvirtúan los 
motivos por los que no se realizó la devolución respectiva, aun cuando se hayan sustentado en el 
desistimiento a que se refiere el artículo 22, quinto y sexto párrafos, del Código Fiscal de la 
Federación, no deben resolver en el sentido de reenviar el expediente a la autoridad administrativa 
para que, en una nueva oportunidad, valore si se acredita la existencia de un derecho subjetivo sobre 
lo pedido, pues esa forma de proceder no cumple con los mandatos constitucionales mencionados, ya 
que al no resolverse el fondo del asunto, cuando se tienen los elementos para hacerlo, se somete al 
solicitante a trámites innecesariamente largos, con la consecuente exigencia de interponer nuevos 
medios de defensa para compeler a la autoridad fiscal a cumplir con la obligación legal que debería 
desempeñar de buena fe y bajo un procedimiento reglado en el que ya fueron sometidos a su 
conocimiento los elementos necesarios para comprobar la veracidad del saldo a favor. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016814  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: IV.1o.A.78 A (10a.)  
 
DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. LA AUTORIDAD SÓLO PUEDE 
TENER POR DESISTIDO AL SOLICITANTE, POR LOS MOTIVOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 
22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 
El precepto citado prevé, como únicos motivos para tener por desistido al solicitante de una devolución 
de saldo a favor de contribuciones: 1) La petición expresa del interesado (desistimiento expreso); o, 2) 
La omisión absoluta de aclarar los datos de su petición o de atender un requerimiento de información o 
documentación (desistimiento tácito). Así, los supuestos contenidos en dicha disposición son tan 
claros, que la resolución de la autoridad administrativa que, motu proprio, tiene por desistido al 
solicitante de la devolución, sin que se actualicen los supuestos para ello, no puede entenderse sino 
como una negativa tendente a evadir o retrasar el cumplimiento de la obligación correlativa al derecho 
subjetivo del contribuyente.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016813  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.34 K (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SU PRESENTACIÓN ANTE LA OFICINA PÚBLICA DE 
COMUNICACIONES, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 23 DE LA LEY DE AMPARO, NO 
INTERRUMPE EL PLAZO DE 15 DÍAS, SI EN EL LUGAR DE RESIDENCIA DE LA QUEJOSA SE 
UBICA TAMBIÉN EL DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 
 
Del artículo 176 de la Ley de Amparo se advierte la regla general para la promoción del amparo 
directo, consistente en que la demanda debe presentarse por conducto de la autoridad responsable; 
sin embargo, el numeral 23 contiene la excepción relativa a que si alguna de las partes reside fuera de 
la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer del juicio, la demanda y la primera 
promoción del tercero interesado podrán presentarse, dentro de los plazos legales, en la oficina 
pública de comunicaciones del lugar de su residencia, en la más cercana en caso de no haberla, o 
bien, a través del uso de la firma electrónica. Sin embargo, para que se surta esa hipótesis excepcional 
es requisito sine qua non que la residencia de la quejosa sea diversa al lugar en que se ubica la 
autoridad responsable, pues sólo así se preserva la intención legislativa del artículo 23 citado, en 
cuanto a hacer más accesible a los gobernados la promoción del juicio, evitando traslados 
innecesarios al lugar donde reside la autoridad que, en este caso, estaría encargada de la recepción 
de la demanda, de lo contrario, si ésta se presenta en la oficina pública de correos ubicada en el lugar 
de residencia del quejoso, el cual corresponde también al del recinto oficial del órgano responsable, 
entonces, ese proceder no da lugar a la actualización de la hipótesis de excepción aludida, pues ello 
no haría más ágil el juicio de amparo, sino que, por el contrario, demoraría su trámite y resolución, en 
la medida en que la demanda llegaría a la autoridad responsable días después de su presentación 
ante la oficina pública de correos respectiva, dados los trámites internos administrativos que ésta 
tendría que realizar al efecto, cuando la quejosa tenía a su alcance y de forma directa el recinto oficial 
de la autoridad, por lo que, en ese caso, no debe estimarse interrumpido el plazo de 15 días para la 
presentación de la demanda, bajo la idea de que aquélla fue recibida por una autoridad distinta de la 
responsable. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016812  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.229 A (10a.)  
 
DATOS PERSONALES. LA PUBLICACIÓN DE LOS RELATIVOS AL NOMBRE O DENOMINACIÓN 
DE LAS PARTES EN LAS LISTAS DE LOS ASUNTOS VENTILADOS ANTE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES, NO IMPLICA LA DIVULGACIÓN DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL NI 
PRECISA, POR ENDE, DE LA ANUENCIA DE AQUÉLLAS. 
 

El artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consigna, entre otros 
aspectos relacionados con el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información, que la 
relativa a la vida privada y a los datos personales será protegida en los términos que fijen las leyes; en 
tanto que la información en posesión de los sujetos obligados es pública, y sólo podrá reservarse 
temporalmente en los casos previstos por la ley, entre los que destacan, la posible afectación del 
interés público, la seguridad nacional, los derechos del debido proceso o la adecuada conducción de 
los expedientes judiciales o administrativos seguidos en forma de juicio, así como cuando se ponga en 
riesgo la vida o la seguridad de una persona. También se establece en dicho precepto constitucional 
que en la interpretación del derecho mencionado deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. 
En consecuencia, de acuerdo con los artículos 104, 113, 116 y 120 de Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública procede restringir el acceso a la información en poder de los sujetos 
obligados, cuando se clasifique como reservada o como confidencial. Así, puede considerarse 
reservada mediante la aplicación de la prueba de daño, si éstos demuestran que con su divulgación se 
actualizaría alguno de los supuestos legales en que se juzga preferible aplazar su acceso. Tratándose 
de información confidencial, los sujetos obligados sólo pueden divulgarla o permitir a terceros acceder 
a ella si cuentan con el consentimiento de los titulares, o bien, cuando mediante la prueba de interés 
público, que tiene por objeto distinguir qué información sensible de los gobernados puede ser objeto de 
divulgación, se corrobore la conexión entre la información confidencial y un tema de interés público, y 
ponderando el nivel de afectación a la intimidad que pueda generarse por su divulgación y el interés de 
la colectividad. Por tanto, la publicación regular de las listas de los asuntos ventilados ante los órganos 
jurisdiccionales, en las que se indica el nombre o denominación de las partes, y que tiene como objeto 
dar a conocer a los interesados que en el expediente de que se trata se emitió una resolución, no 
implica la divulgación de información confidencial ni precisa, por ende, de la anuencia de aquéllas, 
porque no involucra aspectos relacionados con su vida privada, ni datos personales que ameriten un 
manejo diferenciado al general. Lo anterior, porque ese elemento se utiliza para identificar el 
promovente en un proceso judicial, lo cual, por sí solo, no afecta su honor en forma negativa ni genera 
descrédito a su imagen pública, y mientras no se demuestre que puede ocasionarle daño, no es 
razonable restringir ese empleo por los órganos jurisdiccionales, en observancia a los principios de 
transparencia y máxima publicidad. 
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Publicadas el viernes 04 de mayo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016810  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.230 A (10a.)  
 
COMPETENCIA ECONÓMICA. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS COMPROMISOS FORMULADOS 
POR UN AGENTE ECONÓMICO PARA QUE SE CONCLUYA ANTICIPADAMENTE UN 
PROCEDIMIENTO EN ESA MATERIA, SEGUIDO CON MOTIVO DE LA DENUNCIA DE PRÁCTICAS 
MONOPÓLICAS RELATIVAS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014). 
 
La figura jurídica que se consigna en el artículo 33 bis 2, en relación con el numeral 38 Bis, ambos de 
la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, consistente en la formulación de compromisos 
que se encaminen a restaurar o evitar la afectación a los procesos de competencia económica y de 
libre participación en un mercado específico, permite la conclusión anticipada de un procedimiento 
seguido con motivo de la denuncia de prácticas monopólicas relativas. Así, corresponde a la Comisión 
Federal de Competencia Económica (COFECE) analizar y decidir si las medidas propuestas en dichos 
compromisos son adecuadas para evitar o dejar sin efectos la práctica anticompetitiva que se hubiera 
advertido (así como señalar los plazos y términos para su comprobación y, en su caso, aprobarlos); de 
ser así, puede cerrar el expediente sin imputar responsabilidad alguna. Por otra parte, en dichas 
disposiciones se recoge, como fuente de obligación, la declaración unilateral de voluntad del agente 
económico imputado, en la cual asuma el deber de desplegar determinadas acciones o dejar de 
realizarlas, con objeto de evitar que se sigan cometiendo esas prácticas o de prevenir su comisión. Por 
tanto, los compromisos mencionados comparten la naturaleza jurídica de la fuente de las obligaciones 
que se prevé en el Código Civil Federal, en su libro cuarto "De las obligaciones", primera parte "De las 
obligaciones en general", título primero, capítulo II "De la declaración unilateral de la voluntad", que se 
caracteriza por la realización de un ofrecimiento que obliga a quien lo hace a sostenerlo y cumplirlo 
(artículo 1860), en la inteligencia de que el sentido y alcance de la obligación adquirida se determinan, 
precisamente, por los términos en que se efectuó y aprobó la oferta. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016808  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: I.9o.P.191 P (10a.)  
 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN. CUANDO SE RECLAMAN DETERMINACIONES EMITIDAS POR 
EL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE SU INTEGRACIÓN, POR QUIEN ADUCE TENER CALIDAD 
NO RECONOCIDA DE VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, LA CONCESIÓN DE LA 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO NO IMPLICA LA PARALIZACIÓN DE LA 
FACULTAD DE LA REPRESENTACIÓN SOCIAL PARA INDAGAR E INTEGRAR DICHA CARPETA, 
SINO LA NO APLICACIÓN DE NINGUNA DE LAS FORMAS DE TERMINACIÓN DE LA 
INVESTIGACIÓN PREVISTAS EN EL CODIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, NI 
SE EJERZA ACCIÓN PENAL, HASTA EN TANTO SE RESUELVA EL JUICIO DE AMPARO EN LO 
PRINCIPAL. 

 
Si el quejoso impugna la determinación de la representación social, emitida durante la integración de la 
carpeta de investigación, de no reconocerle la calidad que aduce tener de víctima u ofendido por el 
delito, en atención especial a la naturaleza de la violación alegada y a fin de preservar la materia en el 
juicio de amparo, procede otorgar la suspensión del acto reclamado solicitada (provisional o definitiva), 
para el efecto de que, sin paralizar la aludida integración, no se aplique ninguna de las formas de 
terminación de la investigación previstas en los artículos 253 (facultad de abstenerse de investigar), 
254 (archivo temporal), 255 (no ejercicio de la acción penal), 256 (aplicación de criterios de 
oportunidad), del Código Nacional de Procedimientos Penales; o de que, una vez culminada la labor 
de investigación, de resultar procedente conforme al diverso 335 del propio código, el órgano 
ministerial no ejerza la acción penal, hasta en tanto se resuelva el juicio de amparo en lo principal; 
porque si ello ocurriera, es decir, si se terminara la investigación o se realizara la consignación 
respectiva, se afectaría irreparablemente el derecho que le asiste a la víctima u ofendido por el delito 
de, entre otras cosas, ser escuchado y/o aportar pruebas durante la investigación, para que se 
justifique la existencia de un hecho que la ley señale como delito, cometido en su contra y la probable 
comisión o participación del activo en él; así como a que le sea reparado el daño causado, que como 
prerrogativas, entre otras, le son reconocidas por el artículo 20, apartado C, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016807  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.13o.T.192 L (10a.)  
 
AUDIENCIA LABORAL. LA JUNTA NO ESTÁ OBLIGADA A ANEXAR COPIA SIMPLE O 
CERTIFICADA DEL DOCUMENTO QUE LAS PARTES EXHIBEN PARA IDENTIFICARSE EN 
AQUÉLLA. 

 
Conforme al artículo 875 de la Ley Federal del Trabajo la audiencia consta de dos etapas: a) la de 
conciliación; y, b) la de demanda y excepciones; la que iniciará con la comparecencia de las partes 
que concurran; sin embargo, no exige que deba agregarse al expediente copia simple o certificada de 
los documentos que las partes exhiban para identificarse. Lo anterior se explica, porque al abrirse la 
audiencia, es el secretario de la Junta quien redacta su desarrollo asentando si las partes comparecen 
y cómo lo hacen, es decir, si personalmente o mediante apoderado o, incluso, si van acompañados de 
un asesor legal o abogado y con qué documento se identifican, dando fe de esas circunstancias; ello, 
previo a que los contendientes hagan uso de la voz. En este tenor, dada la fe pública que reviste su 
actuación, basta que dicho funcionario haga constar el documento que las partes exhibieron para 
identificarse, sin que exista la obligación de anexar copia simple o certificada de éste, dado que el 
artículo aludido no lo exige. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016806  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.2o.P.58 P (10a.)  
 
ASESOR JURÍDICO FEDERAL ESPECIALIZADO EN ATENCIÓN A VÍCTIMAS, OFENDIDOS Y 
TESTIGOS DE SECUESTRO DEL INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA. EL AUTO 
QUE NO ACUERDA DE CONFORMIDAD SU SOLICITUD DE AUTORIZAR A DIVERSAS 
PERSONAS A EFECTO DE OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES E IMPONERSE DE LOS AUTOS, 
NO VIOLA DE MANERA IRREPARABLE DERECHOS SUSTANTIVOS PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

 
El hecho de que no se acordara favorablemente la petición de la asesora jurídica federal especializada 
en atención a víctimas, ofendidos y testigos de secuestro del Instituto Federal de Defensoría Pública, 
en representación de diversas víctimas de identidad reservada, de autorizar a diversas personas a 
efecto de oír y recibir notificaciones e imponerse de los autos en la respectiva causa penal, no viola los 
derechos de sus representadas, toda vez que éstas ya se encuentran asesoradas por la auxiliar 
jurídica aludida; de ahí que ambas tengan reconocido ese carácter en la causa penal de origen, lo que 
conlleva la legitimación para acceder plenamente a dicho proceso punitivo, pudiendo intervenir cada 
una bajo los términos de la normatividad procesal; por ende, no podría estimarse que, al no proveer de 
conformidad la solicitud señalada, se le esté privando a las víctimas del derecho fundamental a ser 
informadas del desarrollo del procedimiento penal y, por ende, que exista violación irreparable a 
derechos sustantivos para efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto, porque desde que 
se les reconoció ese carácter, pueden tener acceso a cada una de las actuaciones que, en su caso, 
conformen el asunto en el que son legalmente consideradas parte, a fin de conocer el estado del 
proceso y ejercer todos sus derechos; máxime que es la propia asesora jurídica quien fue nombrada 
para llevar a cabo la representación de las víctimas de identidad resguardada. En este sentido, se 
advierte que no sólo estas últimas, sino que incluso la asesora jurídica, tienen plenamente reconocido 
su carácter procesal y su legitimación para intervenir en ejercicio de sus derechos, de modo que la 
negativa a la solicitud referida no implica un obstáculo o impedimento para que las víctimas tengan 
acceso y conocimiento de la causa penal o para que intervengan en su desarrollo procedimental, pues 
como se dijo, es la asesora jurídica federal de atención a víctimas quien lleva la representación de 
éstas; por ende, dicha prerrogativa de asesoramiento se encuentra satisfecha y no se ve afectada por 
la circunstancia de que el Juez no haya acordado de conformidad su solicitud, porque la 
representación de las víctimas recae en la asesora jurídica y no en los autorizados de ésta. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016805  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T.38 K (10a.)  
 
AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACIÓN DE DECLINAR O 
INHIBIR LA COMPETENCIA O EL CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO CUANDO NO ES DEFINITIVA, 
AL ACTUALIZARSE LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN 
RELACIÓN CON EL NUMERAL 217, AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA, Y LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 17/2015 (10a.). 

 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 17/2015 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto 
de 2015, página 5, de título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE EN CONTRA DE LOS 
ACTOS DE AUTORIDAD QUE DETERMINEN DECLINAR O INHIBIR LA COMPETENCIA O EL 
CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO, SIEMPRE QUE SEAN DEFINITIVOS (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 107, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 
2013).", interpretó el artículo 107, fracción VIII, de la Ley de Amparo, en el sentido de que el amparo 
indirecto procede contra actos de autoridad que determinen declinar o inhibir la competencia o el 
conocimiento de un asunto, siempre que sean definitivos. En este contexto, en sentido contrario, 
conforme a dicha jurisprudencia debe entenderse que cuando el acto reclamado no es definitivo, el 
juicio de amparo es improcedente, al actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, 
fracción XXIII, en relación con el numeral 217, ambos de la Ley de Amparo, y la jurisprudencia referida, 
que fijó el alcance del supuesto de procedencia mencionado en el artículo 107, fracción VIII citado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 04 de mayo de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016804  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (IV Región)1o.7 K (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR SU PROCEDENCIA EN EL SUPUESTO DE QUE SE 
ADUZCAN VIOLACIONES PROCESALES SURGIDAS CON MOTIVO DEL CUMPLIMIENTO DE 
UNA EJECUTORIA DE AMPARO, DEBE ATENDERSE A QUE SU ANÁLISIS SÓLO PROCEDE 
CUANDO EN AQUEL JUICIO CONSTITUCIONAL SE DEJÓ LIBERTAD DE ACTUAR A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE, NO CUANDO SE LE CONSTRIÑÓ A EMITIR UN NUEVO FALLO EN 
TÉRMINOS PRECISOS [INTERPRETACIÓN DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 128/2011 
(9a.)]. 

 
La jurisprudencia citada, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
de rubro: "VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO. ES PROCEDENTE SU IMPUGNACIÓN VÍA 
AMPARO DIRECTO, AUN CUANDO LA RESOLUCIÓN QUE CONSTITUYE EL ACTO RECLAMADO 
SE HUBIERE DICTADO EN CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DE GARANTÍAS, SI ES HASTA 
ESE MOMENTO QUE LA VIOLACIÓN TRASCIENDE AL RESULTADO DEL FALLO.", es aplicable 
cuando en el primer juicio de amparo se dejó libertad de jurisdicción a la autoridad responsable que 
permitiera incurrir en una diversa y/o nueva violación procesal con motivo de la reposición del 
procedimiento. Empero, si no se le dejó libertad de jurisdicción, sino que se le constriñó a emitir la 
nueva sentencia en términos precisos, sin cuestiones procedimentales previas, no basta que en el 
ulterior juicio de amparo se aduzcan violaciones al procedimiento derivadas de la protección 
constitucional otorgada con anterioridad para que resulte procedente y el Tribunal Colegiado de 
Circuito pueda emprender su estudio, sino que deben atenderse los términos de la ejecutoria de 
amparo que le dio origen para determinar si es posible su examen o no; por lo que, si no se otorgó 
libertad de jurisdicción a la autoridad responsable no podrían existir violaciones procesales posteriores 
que trasciendan al resultado del fallo, como lo prevé dicho criterio jurisprudencial y se actualizaría la 
causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción IX, de la Ley de Amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016803  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: jueves 03 de mayo de 2018 10:09 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: IV.1o.A.83 A (10a.)  
 
AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN 
PLAZO DE DOS AÑOS PARA DARLE A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE 
CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE SU PATENTE, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE ACCESO A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y DE EXPEDITEZ. 

 
El segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, que la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 1670/2003, definió como el derecho 
público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para 
acceder de manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o 
defenderse de ella, con el fin de que mediante un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, 
se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. La misma Primera 
Sala, al resolver el amparo en revisión 416/2005, indicó que, por lo que respecta a los actos 
legislativos, la justicia pronta se garantiza cuando el legislador establece en las leyes plazos generales, 
razonables y objetivos, a los cuales tienen que sujetarse tanto la autoridad como las partes en los 
procesos jurisdiccionales. A su vez, los artículos 8, 25, numerales 1 y 2, inciso b), de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 3, inciso a), del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, reconocen el derecho de todo acusado de ser informado en el más breve plazo de 
cualquier denuncia formulada en su contra, de gozar del tiempo y de las facilidades necesarias para la 
preparación de su defensa. Con base en el marco normativo constitucional e internacional expuesto, 
se estima que la sola circunstancia de que el artículo 167, párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente 
a partir del 10 de diciembre de 2013, faculte a la autoridad administrativa para que tenga un término 
tan amplio e injustificado de dos años para ejercer acciones encaminadas a cancelar la patente de los 
agentes aduanales, provoca que no se disfrute o goce el derecho a acceder de inmediato a los 
órganos de justicia, porque no les permite ser informados en el más breve plazo de la naturaleza y de 
la causa de la acusación formulada contra ellos, lo cual constituye una violación a los principios de 
acceso a la tutela jurisdiccional efectiva y de expeditez. Más aún, ocasiona incertidumbre e inseguridad 
jurídica en los agentes aduanales, al no obtener con prontitud la decisión de la autoridad administrativa 
respecto a su situación jurídica. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN 
PLAZO DE DOS AÑOS PARA DARLE A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE 
CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE SU PATENTE, VIOLA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 
El artículo 1o., antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En relación con este último, la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 306/2016, en 
sesión de 8 de marzo de 2017, estableció que dicho principio, en términos generales, ordena ampliar 
el alcance y la protección de los derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr su plena 
efectividad, de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas. Con base en ello, se concluye que el 
artículo 167, párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente a partir del 10 de diciembre de 2013, al 
disponer que la autoridad aduanera cuenta con un plazo de dos años posteriores a la fecha de 
conocimiento de la realización de los hechos u omisiones que configuren la cancelación de la patente, 
para darlos a conocer en forma circunstanciada al agente aduanal, no tiene como finalidad esencial 
incrementar el grado de tutela de un derecho humano, pues ni de su lectura ni de la exposición de 
motivos se advierte así, ya que el legislador no dio explicación alguna; tampoco generó un equilibrio 
entre derechos fundamentales; simplemente desconoció el principio de inmediatez otorgado en favor 
de los agentes aduanales, que la Segunda Sala del propio Máximo Tribunal, al examinar el artículo 
167, párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente en 2009, les concedió pues, se insiste, no se 
advierten las razones por las cuáles consideró fijar un plazo de dos años y no informarle los hechos u 
omisiones “de inmediato”. Por tanto, el precepto 167, párrafo tercero, citado, viola el principio de 
progresividad, pues correspondía al legislador justificar el aumento del plazo para que la autoridad 
diera a conocer los hechos u omisiones encontradas a un agente aduanal; circunstancia que no 
aconteció, con lo cual se disminuyó el nivel de protección de una justicia pronta y expedita a favor del 
gobernado, previamente reconocida por el Alto Tribunal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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AGENTE ADUANAL. EL ARTÍCULO 167, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY ADUANERA, 
VIGENTE A PARTIR DEL 10 DE DICIEMBRE DE 2013, AL OTORGAR A LA AUTORIDAD UN 
PLAZO DE DOS AÑOS PARA DARLE A CONOCER LOS HECHOS U OMISIONES QUE 
CONFIGUREN LA CANCELACIÓN DE SU PATENTE, VIOLA EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ, 
INMERSO EN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16 DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
195/2012, determinó que el artículo 167, párrafo tercero, de la Ley Aduanera, vigente en 2009, que 
establecía que la autoridad que conociera de los hechos u omisiones que configuraran las causas de 
suspensión o de cancelación de una patente de agente aduanal, de conformidad con el principio de 
inmediatez, debía darlos a conocer circunstanciadamente al afectado en cuanto los advirtiera. Ahora 
bien, el mismo precepto, vigente a partir del 10 de diciembre de 2013, al establecer que la autoridad 
aduanera cuenta con un plazo de dos años posteriores a la fecha de conocimiento de la realización de 
los hechos u omisiones que configuren la cancelación de la patente, para darlos a conocer en forma 
circunstanciada al agente aduanal, viola el principio de inmediatez, inmerso en el derecho a la 
seguridad jurídica, previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues como lo determinó la Segunda Sala, la autoridad debe actuar “de inmediato”; de ahí 
que al otorgársele hasta dos años para iniciar el procedimiento sancionador, es incuestionable que se 
trata de un plazo excesivo y arbitrario. Así, en respeto al principio mencionado, la autoridad aduanera, 
una vez que se entera de los hechos u omisiones en contra del agente aduanal, debe actuar 
enseguida y dárselos a conocer en forma circunstanciada. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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ACLARACIÓN DE LAUDO. CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO CONTRA UN LAUDO ACLARADO OFICIOSAMENTE. 

 
De acuerdo con la jurisprudencia P./J. 9/2013 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: "ACLARACIÓN DE SENTENCIA. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN CONTRA DE UNA SENTENCIA DEFINITIVA SUJETA A ESA 
INSTITUCIÓN PROCESAL, INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SURTE EFECTOS 
LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECAÍDA A LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE.", la 
sentencia y su aclaración conforman una unidad, por lo que para evitar incertidumbre jurídica no es 
conveniente dividirlas, lo que implica que ante la promoción de alguna de las partes, hecha dentro del 
lapso que establezca la ley relativa, para solicitar la aclaración de la sentencia, el término de 15 días 
para promover el juicio de amparo se interrumpe, ya que debe computarse a partir de que surte 
efectos la notificación de la respuesta dada a la aclaración solicitada. En ese contexto, el término para 
la promoción del amparo sólo se interrumpe si la Junta emite una aclaración oficiosa del laudo y la 
notificación respectiva se realiza antes de que fenezcan los 15 días correspondientes, ya que al tener 
conocimiento de esa situación, debe otorgarse a las partes la oportunidad para que reclamen en 
amparo el laudo y su aclaración como una unidad. Sin embargo, si la resolución de la ac laración es 
notificada después de los 15 días, no es posible la interrupción del plazo, en razón de que éste ya 
había fenecido, y ello provoca la preclusión del derecho para inconformarse con el laudo, motivo por el 
cual, en esa hipótesis sólo podrá impugnarse la aclaración en el amparo directo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
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